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II.  Corte Suprema

1.  RES  PONSABILIDAD PENAL DEL DIRECTOR DEL MEDIO DE 
COMUNICACIÓN SOCIAL. POSICIÓN DE GARANTE DE LA HONRA 
DE QUIENES SON ALUDIDOS EN EL MEDIO DE COMUNICACIÓN. 
NECESIDAD DE ACREDITAR NEGLIGENCIA DEL DIRECTOR DEL 
MEDIO. INJURIAS POR ESCRITO Y CON PUBLICIDAD, MEDIOS DE 
COMUNICACIÓN, POSICIÓN DE GARANTE, LEY Nº 19.733, LIBERTAD 
DE EXPRESION, DERECHO A LA HONRA, CENSURA PREVIA.

Delito de injurias y responsabilidad penal del  
director del medio de comunicación donde se publican

Ulda Omar Figueroa Ossa*

El Tercer Juzgado del Crimen de Santiago imputó responsabilidad penal 
por el delito de injurias graves por escrito y con publicidad tanto al perio-
dista que las profirió a través de un medio de comunicación, como a quien 
fuese director de dicho medio al momento de la publicación del artículo 
injurioso. A partir de lo planteado por los recurrentes y por la Exma. Corte 
Suprema en la resolución que resuelve el recurso de casación interpuesto 
por los primeros, es posible hacer algunos comentarios relativos a los cri-
terios de imputación del delito de injurias a los directores de medios de 
comunicación.
En primer lugar, parece adecuado el planteamiento hecho por el recurrente 
al considerar errada la postura que da por configurada la responsabilidad 
penal del director de un medio de comunicación, por el solo hecho de 
permitir en este la publicación de expresiones injuriosas1. Ello pues dicha 
postura es abiertamente contraria a la exigencia del artículo 39 inciso 2º 
de la Ley Nº 19.733, cuya adecuada interpretación debe llevar a concluir 
que la punibilidad de dicha conducta queda sujeta a que la publicación se 
realice, a lo menos, negligentemente2. Basta, entonces, con que el director 

* Profesor de Derecho penal de la Universidad Finis Terrae. 

1 Acoger esta postura abriría paso a un régimen de responsabilidad objetiva por injurias, cues-
tión inapropiada para el ordenamiento jurídico en un Estado Democrático de Derecho.

2 La norma en comentario parece presumir de manera simplemente legal la responsabi-
lidad penal del director de un medio de comunicación social por el hecho de publicar o 
difundir el articulo injurioso, al invertir la carga de la prueba, imponiéndole al director 
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del medio de comunicación publique las expresiones injuriosas pasando a 
llevar el deber legal de cuidado que le impone la ley, para gatillar en su contra 
responsabilidad penal a titulo de injuria.
Cabe, entonces, concluir que la posición jurídica de quien redacta el artículo 
injurioso, es distinta de la que tiene el director del medio de comunicación 
que lo publica. Respecto del primero la exigencia probatoria es altísima, 
pues se debe acreditar que su actuar fue impulsado por dolo especial, el 
animus injuriandi. En cambio, respecto del segundo la exigencia probatoria 
es menor, pues basta con acreditar que ha actuado negligentemente, es decir, 
con infracción al deber legal de cuidado que le impone la ley3.
Mención aparte merece la cuestión relativa a precisar cuales son las con-
ductas concretas que un director de un medio de comunicación debe llevar 
a cabo para actuar con infracción al deber legal de cuidado. Al respecto, 
el recurrente sostiene que el actuar negligente se tendría por acreditado 
en las siguientes hipótesis: cuando no hubo intento alguno de consultar o 
exponer la posición de la parte que pudo resultar agraviada por las expresiones 
(o bien al) negarse a dar al afectado el espacio que la ley le concede para 
replicar al ofensor4.
El segundo de los criterios planteados debe ser derechamente descartado. Ello, 
pues es imposible calificar de diligente o negligente una conducta en relación 
a un evento que sucede con posterioridad a su consumación5. En cambio, el 
primero de los criterios expuestos por el recurrente, si bien puede ser consi-
derado como idóneo para ponderar la diligencia del actuar del director del 
medio de comunicación, creo, es aun insuficiente para esta tarea.
Debe tenerse presente que la posición de garante en que se encuentra el 
director del medio de comunicación, supone que este debe conciliar el de-
recho a la libertad de expresión con el derecho a la honra del aludido. En 
efecto, el propio sentenciador reconoce aquello al señalar que la ley pone 
“al director en posición de garante frente a la honra de quienes fueren referi-
dos o aludidos en su medio de difusión6”. En este sentido, el “solo consultar 

del medio de comunicación la obligación de acreditar que su publicación se hizo de 
manera diligente. 

3 Y es aun menor, considerando la presunción simplemente legal a la que se hace refe-
rencia en la cita precedente y las facilidades probatorias que ello acarrea.

4 Considerando noveno de la sentencia en comentario.
5 Ello sin desmedro de que el dar al afectado derecho a replica podría ser valorado como 

una hecho que de lugar a la circunstancia atenuante del artículo 11 Nº 7 del Código Penal. 
6 Considerando undécimo de la sentencia en comentario.
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la posición de la parte aludida” antes de decidir sobre la publicación del 
artículo potencialmente injurioso, sin consultar la posición de otras fuentes 
de información, parece ser un ejercicio insuficiente para conciliar los bienes 
jurídicos en conflicto.
Estimo que la efectiva protección de la honra del aludido se consigue, por 
ejemplo, mediante la consulta de pluralidad de fuentes de información que 
puedan ratificar o desmentir lo señalado por la publicación cuestionada. Éste 
es el tipo de conductas esperable de quien dirija un medio de comunicación, 
en orden a que su actuar pueda considerarse como diligente en los términos 
del artículo 39 inciso 2º de la Ley Nº 19.733.

I.  Sentencia de casación

Santiago, veintitrés de enero de dos 
mil trece.

VISTOS:
En esta causa Rol Nº 210.635–2003, 

del Tercer Juzgado del Crimen de San-
tiago, por sentencia de 27 de mayo de 
2011, que corre a fojas 1132, se condenó 
a Francisco Felipe Martorell Cammare-
lla y a Humberto Contreras Anguita a 
sesenta y un días de reclusión menor en 
su grado mínimo, multa de 11 unidades 
tributarias mensuales cada uno, acce-
soria de suspensión de cargo u oficio 
público durante el tiempo de la condena 
y al pago de las costas de la causa, como 
autores del delito de injurias graves por 
escrito y con publicidad, perpetrado 
en perjuicio de Jorge Rabié Uauy, el 23 
de noviembre de 2003, otorgándole al 
primero de los sentenciados el beneficio 
de la reclusión nocturna, y al segundo la 
remisión condicional de la pena.

En lo civil, se acogió la demanda 
sólo en cuanto se los condenó a pagar 
solidariamente a Jorge Rabié Uauy, 
dos millones de pesos como resarci-

miento del daño moral, con reajustes, 
sin costas.

Impugnada esta decisión por vía 
de apelación de los dos condenados, 
una sala de la Corte de Apelaciones 
de Santiago, por sentencia de 19 de 
marzo de 2012, que rola a fojas 1288, 
la confirmó.

En contra de este último pronun-
ciamiento, el abogado señor Roberto 
Celedón Fernández, por el sentenciado 
Martorell Cammarella, formuló recurso 
de casación en el fondo asilado en las 
causales tercera y séptima del artículo 
546 del Código de Procedimiento Penal. 
A su turno, a fojas 1308, el abogado Juan 
Pablo Villanueva Cardemil, defensor de 
Humberto Contreras Anguita, recurrió 
de casación en la forma y en el fondo, in-
vocando en el primero de estos recursos 
la causal novena del artículo 541 del Có-
digo de Procedimiento Penal, mientras 
que en el fondo hizo lo propio también 
con las causales tercera y séptima del 
artículo 546 de ese Código, al igual que 
el otro condenado.

La decisión impugnada llega a la 
convicción que los condenados come-
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tieron el delito de injurias graves, por 
escrito y con publicidad, en contra de 
Jorge Alberto Rabie Uauy, desde el 
momento que tiene por acreditada la 
publicación de un artículo en un medio 
de comunicación social, específicamen-
te en el periódico “El Periodista”, en su 
edición número 49, año 3, de fecha 23 de 
noviembre del año 2003, medio del cual 
el condenado Martorell era a la sazón su 
director, en el que en su sección portada, 
páginas centrales, se destaca el artículo 
“Jorge Rabie, el amigo poderoso de 
Spiniak”, en cuyo desarrollo se afirma la 
existencia de vinculaciones artificiales 
entre el querellante y Claudio Spiniak, 
y se recogen las expresiones que en con-
tra del primero profirió el condenado 
Humberto Contreras Anguita, a quien 
sindica como “persona totalmente 
entregada a los vicios”, hechos que se 
encuentran tipificados y castigados en 
los artículos 416, 417 número 3, y 418, 
todos ellos del Código Penal, en relación 
con lo que dispone el artículo 29 de la 
Ley Nº 19.733.

A fojas 1340 se trajeron los autos en 
relación.

CONSIDERANDO:
I.  En cuanto al recurso de casación 

en la forma del condenado Humberto 
Contreras Anguita.

Primero: Que el condenado Humber-
to Contreras Anguita recurre de casación 
en la forma amparado en la causal del 
número 9 del artículo 541 del Código 
de Procedimiento Penal, motivo de nu-
lidad que fundamenta en dos órdenes de 
infracciones. En un primer capítulo de-
nuncia no haberse extendido la sentencia 
en la forma dispuesta por la ley, desde el 

momento en que no se dio cumplimiento 
a lo que exigen los números 4, 5, y 6, del 
artículo 500 del Código de Procedimien-
to Penal, dado que la decisión que ahora 
se impugna no resolvió la solicitud de 
abandono de la acción presentada por 
su parte en el escrito de apelación. Por 
el segundo orden denuncia infringidas 
las mismas disposiciones del artículo 500 
ya mencionado, ahora sobre la base que 
la sentencia incurrió en esta causal de 
casación al no citar las leyes reguladoras 
de la prueba, específicamente en razón 
de que el fallo no expone cuáles son los 
medios de prueba en los que sostiene su 
convicción condenatoria.

Segundo: Que para los efectos de ha-
cerse cargo del primer orden de infrac-
ciones alegadas por el condenado, esto 
es que la sentencia no se pronunció so-
bre su petición de abandono de acción 
penal o del procedimiento contenida en 
el libelo por el cual se alzó en contra de 
ese fallo, forzoso es reparar en la obliga-
ción que pesa sobre todo agraviado en 
orden a reclamar oportunamente de la 
falta ejerciendo en todos los grados los 
recursos que para ello establece la ley, 
de conformidad con lo dispuesto por 
el inciso primero del artículo 769 del 
Código de Procedimiento Civil, aplica-
ble en la especie por expresa remisión 
que formula la disposición del artículo 
535 del Código de Procedimiento Penal 
a dicha regulación. En consecuencia, 
previo a hacerse cargo del fundamento 
de la alegación de abandono aludida, 
habrá que precisar si se cumplió con la 
referida carga.

Tercero: Que para el rechazo de la 
petición de invalidación de lo resuelto, 
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por las razones que en este apartado 
arguye el recurrente, basta tener en 
cuenta que la omisión denunciada 
fue reclamada por el condenado en su 
recurso de apelación, al impugnar la 
condena que le impuso la sentencia de 
primera instancia, y que de su somera 
lectura queda en evidencia que se la 
relaciona con un estadio procesal previo 
al pronunciamiento de aquella condena, 
y que el ahora agraviado no reclamó de 
ello en modo alguno por los medios que 
le franqueaba la ley, de manera que ha-
biéndose incumplido tal presupuesto de 
procedencia del recurso que establece 
el artículo 769 del Código de Proce-
dimiento Civil, no puede prosperar la 
petición de anulación que formula en 
esta oportunidad.

Cuarto: Que en el segundo capítulo 
se solicita la nulidad alegando que la 
sentencia no se extendió de la manera 
como lo exige la ley, haciendo consistir 
el vicio en que el fallo no cita las leyes 
reguladoras de la prueba ni expone 
cuáles son los medios por los que sos-
tiene su convicción condenatoria. En 
concepto del recurrente de este modo 
se infringe la disposición del artículo 
500 del Código de Procedimiento Penal, 
pues no se consignan las consideracio-
nes por las que se dan por probados 
los hechos atribuidos a los procesados; 
las razones legales y doctrinarias para 
calificar el delito y sus circunstancias; 
así como también se omiten las leyes o 
los principios jurídicos en que se funda 
el fallo.

Quinto: Que en lo que a este último 
motivo de nulidad concierne, desde el 
momento en que la decisión recurrida 

hace suyo lo resuelto en primera ins-
tancia, y que en contra de esta última 
sentencia el recurrente no representó 
vicio alguno por este motivo, también se 
configura el mismo impedimento de fal-
ta de preparación aplicado anteriormen-
te; razón por la cual el recurso debe ser 
rechazado. Sin perjuicio de lo concluido, 
es útil destacar que el recurso además 
carece de todo fundamento, pues se 
advierten debidamente cumplidas las 
exigencias que establecen los numerales 
del artículo 500 del Código de Procedi-
miento Penal, por lo que la infracción 
denunciada no ha tenido lugar.

II.  En cuanto al recurso de casa-
ción en el fondo del condenado Hum-
berto Contreras Anguita.

Sexto: Que en el libelo se invocan las 
causales de casación 3ª y 7ª del artículo 
546 del Código de Procedimiento Penal, 
esto es, calificar como delito un hecho 
que la ley no considera como tal, y 
haber violado las normas reguladoras 
de la prueba, en la especie los artículos 
451 a 488 y artículos 108, 110, 481 482 
y 484 del cuerpo legal ya referido por la 
inexistencia de pruebas que acrediten la 
conducta que se atribuye.

Sostiene que el sentenciador no 
efectuó una correcta valoración de los 
medios de convicción para concluir la 
existencia de dolo, por lo que sus con-
clusiones son antojadizas y arbitrarias.

En lo particular alega que la senten-
cia no citó disposiciones reguladoras 
de la prueba, ni tampoco las normas 
relativas a los medios de prueba en 
que funda su decisión. Ello conlleva la 
infracción de todas las disposiciones 
contenidas en el Título IV del Código 
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de Procedimiento Penal, por falsa 
aplicación, con la consecuencia de in-
defensión y arbitrariedad judicial, lo 
que tiene especial relevancia a la hora 
de acreditar el dolo.

Precisa que se han dejado de aplicar 
los artículos 108 y 110 del Código de 
Procedimiento Penal, puesto que no 
se comprobó el hecho punible por los 
medios que admite la ley. Si bien hay 
normas citadas en el fallo, acota, no se 
hizo aplicación de ellas. Señala que la 
sentencia no puede servirse de la decla-
ración de los acusados para determinar 
la existencia del hecho y del ánimo con 
que se habrían proferido los dichos. Se 
ha incurrido en falsa aplicación de los 
artículos 481, 482 y 484 del Código de 
Procedimiento Penal, pues de haberlos 
hecho regir se habría determinado que 
los acusados jamás han confesado emi-
tir expresiones ni ejecutar acciones en 
deshonra, descrédito o menosprecio del 
querellante, y no habiendo otra prueba 
de sus actuaciones no puede presumirse 
un ánimo injuriante.

Agrega que se violó por falta de 
aplicación el artículo 456 bis del Có-
digo del ramo, por cuanto en el caso 
no era posible arribar por los medios 
de prueba legales a una convicción 
condenatoria.

Por último, sostiene que la violación 
a las leyes reguladoras de la prueba 
conllevó que la sentencia incurriera en 
la errónea aplicación de la ley penal al 
calificar como delito un hecho que la ley 
no considera como tal –por tipicidad–, 
infringiendo los artículos 1º, 416, 417 
Nº 3, 418 del Código Penal, por falsa 
aplicación, al hacerlos regir en un hecho 

que no encuadra en los extremos del 
tipo penal.

En lo que respecta a la responsabi-
lidad civil del condenado, sostiene que 
debiéndole absolver por los hechos atri-
buidos no corresponde hacer lugar a la 
acción civil, toda vez que no se dan los 
requisitos del artículo 10 del Código del 
ramo, ni los de los artículos 1437, 1698, 
2314 y 2317 del Código Civil, pues no se 
ha cometido delito ni cuasidelito civil o 
penal, por parte de su defendido.

De hacer una recta aplicación de es-
tas disposiciones habría significado que 
el tribunal debía llegar a la conclusión 
contraria a la asentada en la sentencia, 
es decir, que no se encuentra acreditado 
el hecho punible –principalmente el 
dolo de injuriar– ni la participación 
criminal. Pide, en consecuencia, que 
se anule la sentencia recurrida y se 
dicte la correspondiente de reemplazo 
que revoque la de primera instancia y 
absuelva a Contreras Anguita del delito 
que se le imputa, y se niegue lugar a la 
demanda civil, con costas.

Séptimo: Que el recurso que se aca-
ba de reseñar plantea una infracción a 
las leyes reguladoras de la prueba que 
se hizo consistir en la inexistencia de 
antecedentes que acrediten la conducta 
ilícita imputada, para luego sostener la 
indebida aplicación de las normas que 
previenen los tipos legales de injuria.

No obstante lo anunciado, el recurso 
no formula un reclamo que importe 
infracción a las leyes reguladoras de la 
prueba cual es el motivo de nulidad in-
vocado, porque sólo cuestiona el proceso 
de valoración, esto es, no sostiene que se 
hayan vulnerado las normas que estruc-
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turan y determinan el sistema legal de 
ponderación, cual es lo que en relación 
con la prueba puede ser sostenido como 
causal de nulidad sustantiva. En efecto, 
todos los razonamientos de la recurren-
te, como se ha puesto de manifiesto en 
el motivo que antecede, apuntan a que 
de haberse efectuado correctamente 
el trabajo de ponderación se habría 
concluido la inexistencia de dolo en el 
actuar del acusado. Dicho de otra ma-
nera, el recurso no cuestiona haberse 
apreciado pruebas no previstas en la 
ley o dejado de apreciar algunas que la 
ley considera, o que se hubiere faltado a 
las normas que regulan el aporte de las 
probanzas, ni que se hubiese atribuido 
al acusado la obligación de probar su 
inocencia; criterios que en lo funda-
mental constituyen la causal 7ª que 
fuera invocada por la impugnante. Las 
referencias a los artículos 108, 110, 481, 
482, 484 del Código de Procedimiento 
Penal son ejemplos de lo anterior.

Octavo: Que en consecuencia, la ale-
gación de nulidad formulada por medio 
de la causal 3ª tampoco puede prosperar 
porque ésta fue desarrollada para ser 
aceptada como consecuencia del motivo 
de nulidad anterior, y porque a resultas 
de su rechazo no se han removido los 
hechos que sostienen la decisión de con-
dena, entre ellos el dolo, condiciones en 
que esta alegación de nulidad no puede 
ser aceptada.

III.  En cuanto al recurso de casa-
ción en el fondo deducido en repre-
sentación del sentenciado Francisco 
Martorell Cammarella.

Noveno: Que el recurrente asila su 
impugnación en las causales tercera 

y séptima del artículo 546 del Código 
de Procedimiento Penal, las que desa-
rrolla sobre la base de la infracción a 
los artículos 1º, 15 Nº 1, 416, 417, 418 
del Código Penal; 1º, 2º, 3º, 7º, 10, 17, 
28, 29, 30, 39 de la Ley Nº 17.733 (sic), 
sobre Libertades de Opinión e Infor-
mación y Ejercicio del Periodismo; y 
artículos 39, 108, 109, 110, 456 bis, 457, 
459, 477, 485, 488 y 500 del Código de 
Procedimiento Penal.

Expresa el compareciente que el fallo 
incurre en error de derecho al condenar 
sin haberse acreditado la concurrencia 
del dolo especial de la figura punible, 
el animus injuriandi, transgrediéndose 
así las leyes reguladoras de la prueba y 
las sustantivas por las que se la atribuye 
participación.

Expresa que en lo relativo a la in-
fracción de las leyes reguladoras de la 
prueba la sentencia no da cumplimiento 
al requisito del artículo 500 Nº  6 del 
Código de Procedimiento Penal, toda 
vez que no cita ninguna norma pro-
cesal penal de carácter probatorio, lo 
que además de constituir una omisión 
grave obliga al intérprete a deducir o 
adivinar los medios probatorios que se 
describen en sus 34 numerales, lo que 
se traduce en la condena a una persona 
inocente suponiendo sin prueba alguna 
la concurrencia del mencionado animus 
injuriandi, que sólo se verifica en el au-
tor de las expresiones cuestionadas.

A continuación formula un análisis 
respecto de lo que constituye el funda-
mento de la responsabilidad del director 
del medio periodístico en estos casos, 
y la posibilidad de invocar en su favor 
causales de exención de responsabilidad 
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legal. Agrega que, de acuerdo con lo 
prescrito por el artículo 39 inciso 1º de 
la Ley Nº  19.733, para determinar la 
concurrencia de los requisitos del tipo 
penal –en especial el animus injuriandi– 
hay que remitirse a los artículos 416, 
417 y 418 del Código Penal. Precisa que 
el fundamento catorce de la sentencia 
reconoce que la revista “El Periodista” 
sólo recogió y publicó el artículo de que 
se trata, y que esa publicación no im-
porta causal de comunicabilidad de una 
circunstancia personalísima como es el 
animus injuriandi, que sólo concurriría 
en el autor de las expresiones, no en el 
director del medio periodístico. Alega 
que la única forma de responsabilizar 
al director del medio, como exigencia 
de la autoría propia, sería acreditar que 
no hubo intento alguno de consultar o 
exponer la posición de la parte que pudo 
resultar agraviada por las expresiones, o 
bien negarse a dar al afectado el espacio 
que la ley le concede para replicar al 
ofensor.

Se explaya en el recurso sobre la 
colisión entre el derecho a la honra y 
la libertad de expresión a propósito de 
un fallo de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, para sostener que 
en esta causa se acreditó con testigos 
y documentos, incluida la publicación 
de noviembre de 2003, que se tuvo la 
máxima diligencia para dar cabida a la 
información de ambas partes, que se 
agotaron todos los mecanismos para 
exponer la posición de uno y otro con 
la mayor objetividad posible con el fin 
de que el lector juzgue la credibilidad 
de cada cual, lo cual eximiría al medio 
de cualquier reproche.

Al momento de considerar la exis-
tencia de causales legales que eximirían 
de responsabilidad penal, considerando 
undécimo, concluye que tratándose de 
un particular opera la exceptio veritatis, 
la que en su concepto sólo es admisible 
respecto de un inculpado, responsa-
ble del medio periodístico, cuando se 
funda en alguna de las circunstancias 
establecidas en el artículo 30 de la Ley 
Nº 19.733, esto es, entre otras, que la 
imputación se produzca con motivo de 
defender un interés público real. A jui-
cio del recurrente, la exceptio veritatis 
sólo la puede invocar aquél a quien se 
le imputan las expresiones injuriosas, 
pero no el director del medio, cual es la 
posición del recurrente Martorell.

Señala que en la contestación de la 
acusación no se invocó ninguna causal 
exculpatoria como la que pretende la 
sentencia en el fundamento undécimo. 
Entonces, el único título de inculpa-
ción que procede respecto del director 
del medio es aquel que expresamente 
contempla el inciso 2º del artículo 39 
de la Ley Nº 19.733, puesto que no hay 
norma que lo involucre en cuanto tal en 
la comisión del delito de injuria.

Por lo anterior, resulta erróneo refe-
rirse al artículo 30 de la Ley de Prensa 
porque el procesado Martorell no es el 
autor de las expresiones estimadas in-
juriosas, cuestión que cobra relevancia 
desde el momento que sólo quien las 
profiere puede probar la verdad de sus 
dichos como causal de exculpación. 
Expresa que la sentencia confunde el 
alcance de la exceptio veritatis, que 
sólo favorece al autor de las expresio-
nes injuriosas, al pretender extender 
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su aplicación al director del medio de 
comunicación social. El interés de este 
último es tan sólo cumplir con el dere-
cho y el deber de informar.

Sobre este aspecto indica que la 
sentencia se mueve en una ambigüedad 
incompatible con la doctrina dominan-
te a nivel internacional, que consagra 
la institución de la “real malicia”. 
Destaca a este respecto las publica-
ciones e investigaciones que sobre el 
denominado caso “Spiniak” hubo a 
fines del año 2003, todo ello inspirado 
exclusivamente en el legítimo interés 
de informar.

El fallo habría declarado la respon-
sabilidad penal del director del medio 
sobre la base de la aplicación de la 
normativa de la antigua Ley Nº 16.643. 
La nueva ley se separa de la lógica de 
aquella, lo que se desconoce al preten-
der que la responsabilidad penal del 
director nace por el solo hecho de la 
publicación de opiniones que se estiman 
injuriosas, lo que significa contradecir 
el texto constitucional –artículo 19 
Nº 12– y la normativa internacional so-
bre este derecho, obligando al director a 
transformarse en un censurador previo. 
Una manera de interpretar la exención 
de responsabilidad que contempla el 
artículo 39 de la ley es que se pruebe un 
hecho negativo, que no hubo negligencia 
de su parte, lo que jurídicamente no 
corresponde. Entendiéndolo al revés, es 
decir, transformando el hecho negativo 
en positivo para probar la diligencia, se 
violaría el principio de la presunción de 
la inocencia.

En definitiva, asegura que los sen-
tenciadores apreciaron la prueba de 

manera subjetiva con completo des-
precio del mérito de los antecedentes 
existentes en el proceso, sin siquiera 
mencionarlos ni efectuar una valoración 
comparativa de ellos, todo lo cual influ-
yó sustancialmente en lo dispositivo de 
la sentencia al condenar sin acreditarse 
el animus injuriandi, con evidente ol-
vido del artículo 39 inciso 2º de la Ley 
Nº 19.733, calificando finalmente como 
delito un hecho que la ley no considera 
como tal, configurándose de este modo 
las causales 3ª y 7ª del artículo 546 del 
Código de Procedimiento Penal.

Por lo anterior, pide se invalide el 
fallo y se dicte la sentencia de reemplazo 
absolutoria respecto de Francisco Mar-
torell Cammarella, con costas.

Décimo: Que la primera parte del 
recurso no puede ser aceptada porque 
no se postuló una genuina tesis de 
infracción a las leyes reguladoras de la 
prueba, sino, como ya se reseñó, en lo 
fundamental, se hizo sólo un reclamo 
por, supuestamente, no haberse guarda-
do las formas que prescribe el artículo 
500 del Código de Procedimiento Penal, 
esto es, por la omisión de indicar las 
disposiciones reguladoras de la prueba y 
aquellas que condujeron a la decisión; la 
falta de aplicación de las normas de los 
artículos 108 y 110 del mismo Código 
porque no se habría comprobado el he-
cho punible por los medios de prueba 
legales; y, finalmente, la falsa aplicación 
de las normas los artículos 481, 482 y 
484 del texto legal citado.

Frente a tal planteamiento sólo cabe 
reiterar lo señalado en el motivo séptimo 
precedente y rechazar este capítulo del 
recurso, porque este último también 
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equivoca el contenido del motivo de 
invalidez.

Undécimo: Que, por el contrario, el 
segundo capítulo debe ser acogido, pues 
se ha hecho una indebida aplicación 
de la norma del artículo 39 de la Ley 
Nº 19.733 que previene la responsabi-
lidad penal del director del medio al 
tiempo de la publicación o difusión de 
las expresiones injuriosas. En efecto, 
esta norma que castiga como autor sin 
serlo a quien no profiere las referidas ex-
presiones, jurídicamente se justifica en 
la circunstancia de haberse obrado con 
negligencia cuando el medio es puesto 
a disposición del público, toda vez que 
el precepto dispone que no se imputará 
tal forma de responsabilidad cuando “se 
acredite que no hubo negligencia de su 
parte”. Parece claro que toda vez que se 
quiso conciliar los derechos a la honra y 
libertad de expresión la ley puso al di-
rector en posición de garante de la honra 
de quienes fueren referidos o aludidos 
en su medio de difusión, previendo a 
este respecto una conducta contraria al 
deber de obrar cuidadosamente y, tam-
bién, para el caso de incumplimiento 
–esto es para cuando por negligencia 
del director se afecta el bien jurídico 
protegido– una sanción penal a título 
de autor.

Tal no es el entendimiento del tipo 
legal que hace la sentencia recurrida, 
y ello importa un yerro jurídico que 
conduce a la nulidad porque el fallo hizo 
aplicación del tipo penal de injurias con 
publicidad no obstante omitir declarar 
la ocurrencia de hechos susceptibles de 
ser calificados de negligencia, elemento 
que, como recién se ha dicho a resultas 

del análisis de las normas penales espe-
ciales, justifica la responsabilidad penal. 
En efecto, la simple lectura del motivo 
Undécimo de la sentencia de primer 
grado hace evidente lo anunciado: la re-
lación de hechos se limita a las expresio-
nes injuriosas del enjuiciado Contreras, 
omitiendo sentar esta exigencia fáctica 
del tipo por el que, en definitiva, se 
castigó al recurrente.

Por estas razones que se limitan a 
la causal 3ª del artículo 546 del Código 
Procedimiento Penal, esto es, por ha-
berse tenido como ilícito un hecho no 
calificado de negligente en la sentencia 
impugnada como lo exige la ley, se aco-
gerá el recurso de casación en el fondo 
formulado por la defensa de Francisco 
Martorell Cammarella, el que no fa-
vorece a su coimputado por concurrir 
diferentes exigencias legales.

Por tanto, en virtud de lo dispuesto 
en los artículos 764 y 765 del Código 
de Procedimiento Civil, 541 Nº 9 y 546 
Nºs. 3 y 7 del Código de Procedimien-
to Penal y 39 de la Ley Nº 19.733, se 
decide:

1º Que se rechazan los recursos de 
casación en el fondo y en la forma pro-
movidos a fojas 1.308 por la defensa del 
procesado Humberto Contreras Angui-
ta en contra del fallo de fecha diecinueve 
de marzo de dos mil doce, el que a su 
respecto no es nulo.

2º Que se acoge el recurso de ca-
sación en el fondo formulado en re-
presentación de Francisco Martorell 
Cammarella, a fojas 1.293, en contra de 
la misma sentencia, la que en cuanto a 
él se refiere es nula, debiéndose dictar 
sentencia de remplazo.
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Regístrese y devuélvanse con sus 
agregados.

Redacción del Ministro Haroldo 
Brito Cruz.

Pronunciado por la Segunda Sala 
integrada por los Ministros Sres. Milton 
Juica A., Hugo Dolmestch U., Carlos 
Künsemüller L., Haroldo Brito C. y 
Alfredo Pfeiffer R. No firma el Ministro 
Sr. Juica, no obstante haber estado en la 
vista de la causa y acuerdo del fallo, por 
estar comisión de servicios.

Autorizada por la Ministro de Fe de 
esta Corte Suprema.

Rol Nº 4.394–2012.
II. Sentencia de reemplazo

Santiago, veintitrés de enero de dos 
mil trece.

VISTOS:
En cumplimiento de lo resuelto en la 

sentencia que precede y de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 785 del Códi-
go de Procedimiento Civil, aplicable por 
disposición del artículo 535 del Código 
de Procedimiento Penal, se dicta la 
siguiente sentencia de remplazo:

VISTOS Y TENIENDO ÚNICA-
MENTE PRESENTE:

Primero: Que el procesado Francisco 
Martorell Cammarella, asistido por su 
abogado, solicitó se revocara la sentencia 
que lo condena como autor de delito de 
injurias graves por escrito y con publici-
dad en contra de Jorge Rabié Uauy, y en 
su lugar se declare su absolución.

Segundo: Que, como se señala en 
el fallo de casación que antecede, la 
sentencia de primer grado ha hecho 
una indebida aplicación de la norma 
del artículo 39 de la Ley Nº 19.733 que 
previene la responsabilidad penal del 

director del medio al tiempo de la pu-
blicación o difusión de las expresiones 
injuriosas; pues esta norma responsa-
biliza como autor a quien, sin serlo, se 
desempeñé como director del medio 
de comunicación social al efectuarse 
la publicación o difusión de los actos 
constitutivos de injuria, esto es, castiga 
un actuar negligente de éste cuando 
el medio es puesto a disposición del 
público, por ello el precepto exceptúa 
su responsabilidad cuando “se acredite 
que no hubo negligencia de su parte”. 
Resulta evidente que la norma ubica 
al director en posición de garante de 
la honra de quienes fueren referidos 
o aludidos en su medio de difusión, y 
por tanto, sancionando penalmente a 
título de autor una conducta contraria 
al deber de obrar cuidadosamente, esto 
es, cuando por negligencia del director 
se afecta el bien jurídico protegido.

Sin embargo, de los autos no se 
desprenden antecedentes que permitan 
conducir a la acreditación de una falta 
de diligencia en el procesado, es decir, 
no existen hechos susceptibles de ser 
calificados de negligencia, elemento 
que, como se ha señalado, justificaría 
la responsabilidad penal.

Tercero: Que atendido lo que se viene 
razonando deberá rechazarse la deman-
da civil indemnizatoria promovida en 
contra del procesado Martorell.

Por estas consideraciones y visto, 
además, lo dispuesto en el artículo 39 
de la Ley Nº 19.733, SE REVOCA la 
sentencia apelada de veintisiete de mayo 
de dos mil once, escrita a fojas 1.132 y 
en su lugar se declara que se absuelve 
a Francisco Martorell Cammarella de 



II.  Corte Suprema

132 Revista Chilena de Derecho y Ciencias Penales
Vol. II (2013), Nº 2, Páginas 121 - 132

Jurisprudencia

la acusación de ser autor del delito de 
injurias graves por escrito y con publi-
cidad en contra de Jorge Rabié Uauy; 
y, además, que se rechaza en todas sus 
partes la demanda civil indemnizatoria 
deducida en su contra por la querellan-
te, sin costas.

No obstante lo resuelto, se mantiene 
el fallo condenatorio respecto del acusa-
do Humberto Contreras Anguita.

Regístrese y devuélvase con sus 
agregados.

Redacción del Ministro Sr. Brito.
Pronunciado por la Segunda Sala 

integrada por los Ministros Sres. Milton 
Juica A., Hugo Dolmestch U., Carlos 
Künsemüller L., Haroldo Brito C. y 
Alfredo Pfeiffer R. No firma el Ministro 
Sr. Juica, no obstante haber estado en la 
vista de la causa y acuerdo del fallo, por 
estar comisión de servicios.

Autorizada por la Ministro de Fe de 
esta Corte Suprema.

Rol Nº 4.394-12.


